La inconstitucionalidad del “Plan Ibarretxe”


El Consejo de Navarra dictamina que la Propuesta de Estatuto Político aprobada por el Gobierno Vasco es inconstitucional tanto en la concepción de la misma (preámbulo y título preliminar), como en seis de sus siete títulos en los que se recopila su articulado. 


Más concretamente, estos son los los artículos e ideas generales más importantes contenidos en el “Plan Ibarretxe” que, a juicio del Consejo de Navarra, son contrarios a la constitución: 

“Preámbulo y Título Preliminar


1.- Se infringe la soberanía nacional que reside en el pueblo español (artículo 1.2. CE) así como el principio de unidad e indivisibilidad de la Nación española (artículo 2), en cuanto la Propuesta se erige sobre la afirmación de la soberanía vasca, del derecho de autodeterminación del pueblo vasco, que se ejerce por los Territorios de Araba, Bizkaia y Gipuzkoa mediante la aprobación del Estatuto Político de la Comunidad de Euskadi.


2.- La propia constitución de la Comunidad de Euskadi como comunidad libremente asociada al Estado español vulnera igualmente el artículo 2 de la Constitución Española, pues no se está ante el ejercicio del derecho a la autonomía sino más propiamente ante la creación de un nuevo marco político y de relaciones políticas ajeno al texto constitucional.


3.- La Propuesta ignora la posición integradora y superior del Estado, fruto del principio de unidad y soberanía del pueblo español (artículos 1 y 2 de la Constitución Española).

Título I: Del régimen de relación política con el Estado Español y sus garantías



1.- La Propuesta articula un singular instrumento jurídico, denominado “Estatuto Político de la Comunidad de Euskadi”, que difiere sustancialmente de un Estatuto de Autonomía hasta el punto que su disposición final viene a derogar (“sucederá y sustituirá”) el vigente en el País Vasco, y al que le distingue su carácter originario y superior en el ámbito territorial de Euskadi, desplazando la eficacia directa de la propia Constitución española, a la que el Estatuto Político no se subordina sino que se sitúa al margen del ordenamiento jurídico español, en un plano idéntico al de la Constitución, y único legitimado para establecer de forma exclusiva el nuevo sistema político de Euskadi.  Se infringe así la primacía de la Constitución como norma suprema del ordenamiento jurídico (artículos 9.1, 161.1 y 163 CE)


2.- La Propuesta determina un sistema institucional y orgánico de la Comunidad de Euskadi basado en criterios de bilateralidad, igualdad y reciprocidad con el Estado, desconociendo también en estos aspectos los principios de primacía de la Constitución y de unidad.


3.- La Propuesta implica una transformación del actual status jurídico-constitucional de Comunidad Autónoma dentro del Estado español y de la Constitución Española, configurando a Euskadi como una comunidad que no se integra en España sino que se asocia libremente al Estado español, conllevando realmente una modificación de la propia Constitución, en cuanto sus principios y reglas se ven modificados o excepcionados respecto de la Comunidad de Euskadi. Encierra así la Propuesta no ya una reforma estatutaria, como se presenta, sino una auténtica reforma constitucional, y todo ello al margen del procedimiento constitucionalmente establecido, Sólo así se explica que el contenido del nuevo Estatuto Político adopte una clara estructura constitucional, tanto en cuanto a su posición de superioridad en el ordenamiento jurídico, como en la inclusión de una parte dogmática y de todos los poderes públicos del Estado, también el judicial, como propios del nuevo ente. Por otra parte la Propuesta fija directamente no sólo las competencias de la comunidad, sino también las del Estado en Euskadi.

Título II: De los poderes en la Comunidad de Euskadi


Vulnera aquí la Propuesta las previsiones constitucionales sobre el Poder Judicial, que debe organizarse sobre el principio de unidad jurisdiccional (artículo 117), reservando a la ley orgánica su regulación (artículo 122.1), previendo un Consejo General del Poder Judicial (artículo 122.3), identificando al Tribunal Supremo como órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes (artículo 123), reservando finalmente al Estado la competencia exclusiva en materia de Administración de Justicia (artículo 149.1.5). Se quiebra con la Propuesta esa unidad del Poder Judicial y se entra a regular aspectos de la función jurisdiccional y del autogobierno del Poder Judicial, alterando la regulación contenida en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Título IV: El ejercicio del poder público en la Comunidad de Euskadi


1.- Sustituye los criterios de distribución competencial contemplados en la Constitución por los fijados en el presente Estatuto, desconociendo el valor supremo de la Constitución y la exigencia de que la asunción de competencias se realice a través de los estatutos de autonomía dentro del marco de la Constitución (artículo 147 y disposición adicional primera). Por otra parte, la Propuesta señala las competencias del Estado en el ámbito territorial de Euskadi omitiendo que dichas competencias proceden directamente de la Constitución sin que puedan ser, en consecuencia, alteradas por el legislador autonómico.


2.- La distribución competencial se erige sobre el concepto de “política pública”, que resulta desconocido para el Título VIII de la Constitución. Por otra parte se vulnera el artículo 149.3 de la Constitución al establecer la “cláusula resicual” a favor de la Comunidad, o se utiliza el concepto de “competencia exclusiva” atribuyéndole un significado y consecuencias muy diversas a las que resultan de la extensa doctrina del Tribunal Constitucional respecto a su significado y efectos. Por último, se excepciona la aplicación en Euskadi de la reserva constitucional a favor de las leyes orgánicas que podrá ser así satisfecha mediante leyes de la propia comunidad cuando se trate “de políticas públicas exclusivas”.


3.- Desconoce abiertamente las competencias atribuidas al Estado en el artículo 149.1 de la Constitución, bien omitiendo su competencia o bien reduciendo la intensidad y facultades de su ejercicio.

Título V: De la economía, hacienda y patrimonio en la Comunidad de Euskadi


La nota más relevante de este Título es el desconocimiento de la competencia del Estado sobre las bases y coordinación de la planificación general de la economía (artículo 149.1.13ª) o del crédito, banca y seguros (artículo 149.1.11ª). Igualmente vulneran el artículo 133.1 de la Constitución que reconoce la potestad tributaria del Estado y que, por el contrario, niega el Estatuto en el ámbito de la Comunidad de Euskadi, y finalmente, vulnera asimismo los artículos 136 y 153 de la Constitución en cuanto priva de sus funciones y competencias al Tribunal de Cuentas en el ámbito de la Comunidad de Euskadi.

Título VI: Del régimen de relación política con el ámbito europeo e internacional


Los preceptos mencionados inciden en la competencia exclusiva que se reconoce al Estado en materia de relaciones internacionales (artículo 149.1.3ª).”

